Radicado: 6604
Procesado: Carlos Alberto Ciro Restrepo   

Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Asunto: Confirma la sentencia de primera instancia


REDUCCIÓN PUNITIVA/ Aplicación del precedente jurisprudencial para casos de captura en flagrancia/ Falta de antecedentes como requisito para conceder la condena condicional   

“(…) respetando el marco punitivo acogido por el fallador que se ubicó en el mínimo del primer cuarto de pena fijado para el delito investigado (64 a 75 meses de prisión) se hará una detracción punitiva equivalente al 37.5 % de 64 meses de prisión, con lo cual la pena corporal se reducirá a 40 meses de prisión, término similar a la restricción para el ejercicio de derechos y funciones públicas. 

En la misma proporción de disminuirá la sanción pecuniaria que se fijará en $688.782.” 

“Pese a que por causa de la rebaja de pena otorgada al procesado, se podría pensar en principio que este tendría derecho al subrogado de la condena condicional, no es posible otorgarle este beneficio de manera oficiosa, en virtud de la restricción establecida en el artículo 68A del C.P. por registrar una sentencia condenatoria en los 5 años anteriores.”
Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, sentencia de 11 de julio de 2012 -rad. 32529-; Tribunal Superior de Pereira, Sala Penal, sentencia del 22 de noviembre de 2011 -rad. 6640031890120110021800-.

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 74 del cuatro (4) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

Pereira, cinco (5) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

Hora: 9:15 a.m. 

	Radicación
	66 045 31 89 001 2011 00140 00  

	Procesado
	Carlos Alberto Ciro Restrepo. 

	Delito
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 

	Juzgado de conocimiento
	Juzgado Promiscuo del  Circuito de Apía 

	Asunto
	Resolver la apelación interpuesta en contra de la sentencia de primera  instancia.


1. ASUNTO A DECIDIR

Se entra a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del 29 de noviembre de 2011, del juzgado penal del circuito de Apía, en la cual se condenó al señor Carlos Alberto Ciro Restrepo a la pena principal de 48 meses de prisión, por violación del artículo 376 del CP, en la modalidad de llevar consigo estupefacientes, en cantidad superior a la dosis personal.
2. ANTECEDENTES

2.1 De acuerdo al acta de audiencias preliminares que se anexó, el señor Carlos Alberto Ciro Restrepo fue privado de su libertad el 27 de agosto de 2011, por posesión de estupefacientes, ya que durante una requisa se descubrió que llevaba consigo 5.4 gramos de una sustancia que fue identificada como positiva para cocaína y sus derivados.

2.2 Igualmente se hizo constar que en la citada audiencia se le formularon cargos al señor Ciro Restrepo por la violación del artículo 376 del C.P., bajo el verbo rector “ llevar consigo“, con la pena prevista en el inciso 2º de esa disposición y que el fiscal le informó al imputado sobre la posibilidad de allanarse a los cargos, y de recibir el beneficio previsto en el artículo 57 de la ley 1453 de 2011, procediendo el imputado a allanarse a la imputación, luego de lo cual fue dejado en libertad
. 
3. IDENTIDAD DEL PROCESADO

Se trata de Carlos Alberto Ciro Restrepo, identificado con cédula de ciudadanía Nro. 71.141.918 de Montebello, nacido el 17 de enero de 1976 en esa misma localidad, hijo de Enith y Raúl, de ocupación agricultor. 
4. SOBRE LA PARTE PERTINENTE DE LA DECISIÓN RECURRIDA
4.1 En virtud del principio de limitación de la segunda instancia, ya que la  impugnación se centra solamente en el porcentaje de disminución de la pena reconocido al sentenciado por causa de su conformidad con la imputación, se cita la parte pertinente del fallo de primer grado, relacionada con el recurso interpuesto
, en la cual se manifestó lo siguiente:

“De acuerdo al parágrafo del artículo 57 de la ley 1453 de 2011, que modificó el artículo 301 del Código Penal (sic) las penas se rebajarán en una cuarta parte de la pena, por lo que la sanción de prisión queda entonces en CUARENTA Y OCHO (48) MESES y la MULTA en OCHOCIENTOS TRES MIL CUATROCIENTOS PESOS  ($803.400) que deberán ser cancelados a favor del Consejo Nacional de Estupefacientes.”
De conformidad con el artículo 52 del C.P. se fija la pena accesoria de INHABILITACION EN EL EJERCICIO DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por un período de CUARENTA Y OCHO MESES.” 
4.2 La decisión fue recurrida por la representante de la de la FGN.

5. SOBRE EL RECURSO INTERPUESTO.

5.1 Delegada de la FGN (Recurrente) 

· El único argumento aducido por la fiscal recurrente, fue el hecho de que al procesado no se le hubiera reconocido un porcentaje mayor de reducción de pena derivado de su allanamiento a cargos, ya que el juez de primer grado consideró que la sanción a imponer solamente se debía disminuir en una cuarta parte de acuerdo al parágrafo del artículo 57 de la ley 1453 de 2011.

· En criterio de la fiscal, se debían aplicar los principios de favorabilidad y  pro homine, ya que existía una decisión en la cual se había reconocido una detracción punitiva del 37.5% teniendo en cuenta el momento en que se realizó el allanamiento a cargos, de acuerdo al criterio de la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira.
5.2 Defensora (Recurrente)  

· Coadyuvó la petición de la FGN, en aplicación del principio de favorabilidad, ya que los hechos ocurrieron antes del pronunciamiento de esta Sala Penal al cual se refirió la fiscal, relacionado con la rebaja del 37.5% de la pena en casos de allanamiento a cargos.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Competencia
Esta colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2  Problema jurídico a resolver

En aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, se contrae a determinar el grado de acierto de la decisión de primera instancia en el punto relativo a la dosificación de la pena impuesta al procesado, pues la censora considera que el juez de primer grado debió reconocer una mayor rebaja al procesado derivada de su allanamiento a cargos, equivalente al 37.5% de la pena a imponer.

6.2.1 Se debe tener en cuenta que el señor Ciro Restrepo fue privado de su  libertad el 27 de agosto de 2011, es  decir con posterioridad a la vigencia de la ley 1453 del 24 de junio de 2011, que fue promulgada en la misma fecha, cuyo artículo 57 (parágrafo), modificó el artículo 301 de la ley 906 de 2004, aplicable a los casos de flagrancia, en los siguientes términos: “La persona que incurra en las causales anteriores sólo tendrá ¼ del beneficio de que trata el artículo 351 de la ley 906 de  2004”. 
6.2.2 Una vez entró esa norma en vigencia, se generaron diversas interpretaciones sobre sus alcances, en lo relativo a la disminución de pena para las personas que eran capturadas en flagrancia y se allanaban a cargos en la  audiencia preliminar, entre ellas la que acogió mayoritariamente esta Sala Penal, en el sentido de que esa disminución sería equivalente al 37.5% de la sanción.

6.3 Como bien se sabe,  la discusión referida fue zanjada por la Sala de CP de la CSJ, en una decisión posterior al fallo de primera instancia que data del 29 de noviembre de 2011. En el precedente en mención que corresponde a la  sentencia CSJ SP del 11 de julio de 2012, radicado 32529 se expuso lo siguiente:

“(…) 

Conforme con lo anterior, la persona que haya sido capturada en flagrancia tendrá derecho a las siguientes rebajas de penas progresivas según el momento en que se allane a los cargos formulados:

Rebajas punitivas por aceptación de cargos

	Audiencia de formulación

Art. 351
	Rebaja original

½ (50%)
	Rebaja actual

12.5 % (1/4 de la mitad)

	Audiencia preparatoria

Art.356 N.5
	1/3 (33.3%)
	8.33% (1/4 de la tercera parte)

	Audiencia juicio oral

Art. 367
	1/6 (16.6%)
	4.16% (1/4 de la sexta parte)


Huelga señalar que dichas rebajas se harán efectivas luego de individualizarse la respectiva sanción…”.

6.4 Se advierte que para la fecha en que el señor Juez Promiscuo del Circuito de Apía, profirió sentencia en este proceso subsistía la discusión sobre los porcentajes de reducción de pena para personas capturadas en flagrancia, ante la evidente falta de claridad de la reforma del artículo 301 del CPP, que se introdujo con el artículo 57 de la ley 1453 de 2011.

6.5 En tal virtud se considera que en el caso sub examen, es posible acoger la argumentación de la fiscal recurrente. Por lo anterior, respetando el marco punitivo acogido por el fallador que se ubicó en el mínimo del primer cuarto de pena fijado para el delito investigado (64 a 75 meses de prisión) se hará una detracción punitiva equivalente al 37.5 % de 64 meses de prisión, con lo cual la pena corporal se reducirá a 40 meses de prisión, término similar a la restricción para el ejercicio de derechos y funciones públicas. 

En la misma proporción de disminuirá la sanción pecuniaria que se fijará en $688.782. 

6.6 Pese a que por causa de la rebaja de pena otorgada al procesado, se podría pensar en principio que este tendría derecho al subrogado de la condena condicional, no es posible otorgarle este beneficio de manera oficiosa, en virtud de la restricción establecida en el artículo 68A del C.P. por registrar una sentencia condenatoria en los 5 años anteriores.
Para el efecto se debe tener en cuenta que en decisión del 7 de octubre de 2015, del juzgado segundo civil municipal de esta ciudad, dentro de  una acción de habeas corpus promovida por el señor Ciro Restrepo, dejó constancia de que el citado ciudadano había sido condenado el 23 de enero de 2012 a una pena de 40 meses de prisión por el juzgado promiscuo del circuito de La Virginia, por violación  del artículo 376 del C.P, en hechos ocurridos el 2 de octubre de 2011 y que el  23 de septiembre de 2015 se le concedió libertad condicional por ese proceso y quedó detenido por cuenta de la presente actuación
, lo que demuestra que presenta una sentencia en su contra en los 5 años anteriores.  
Además en su caso procede la restricción establecida en el artículo 32 de la ley 1709 de 2014, criterio que ha sido acogido por esta Colegiatura en decisión del 3 de febrero del año en curso M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, donde se manifestó lo siguiente:
“Respecto al otro motivo de inconformidad por parte del recurrente, atinente a la negación de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, debe decir la Sala que en efecto le asiste razón al apelante en cuanto a que la normativa que se encontraba vigente al momento de los hechos (marzo 29 de 2012) es la que debe tenerse en cuenta en el caso concreto, esto es, los artículos 38, 63 y 68 A -modificado por el 13 de la Ley 1474/11-, sin las modificaciones que de los mismos hizo la Ley 1709/14, lo que no obsta para hacer un estudio al respecto de acuerdo con los requisitos consagrados en la última de las normas citadas, puesto que en el evento de cumplirse con éstos, podría aplicarse por favorabilidad retroactiva.

Un examen de la motivación que contiene la sentencia recurrida en los acápites pertinentes a la negación de esos beneficios, nos enseña que si bien el fallador tuvo en consideración únicamente lo atinente al requisito objetivo que aplicaba tanto para la suspensión condicional como para la prisión domiciliaria, con y sin la modificación que de esos presupuestos hizo la Ley 1709/14, la decisión adoptada se encuentra ajustada a derecho, en cuanto los requisitos de orden objetivo y subjetivo deben estar presentes y concurrir simultáneamente para que pueda otorgarse cualquiera de esos subrogados, es decir, que si falta alguno de ellos, no hay lugar a su concesión.

En lo que tiene que ver con la suspensión condicional de la ejecución de la pena, de acuerdo con lo consagrado por el artículo 63 del Código Penal, dicho beneficio opera cuando la pena impuesta no es superior a los 3 años de prisión, tope que ampliamente se supera en el presente caso, por cuanto la sanción privativa de la libertad quedó establecida en 72 meses y 15 días.

De igual forma, en lo concerniente a la prisión domiciliaria el canon 38 del Código Penal ese presupuesto objetivo es consistente en que la sentencia se imponga por una conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de 5 años de prisión o menos, rango dentro del que tampoco se encuentra la pena impuesta al acusado.

Podemos asegurar entonces que si bien por parte del defensor con buen juicio se hacen una serie de aseveraciones en pro de su representado, como el hecho de no poseer antecedentes, tratarse de un joven con formación académica en diversas áreas, trabajador, y con buen comportamiento social; tales aseveraciones no son suficientes para acceder a los beneficios que se reclaman por cuanto -se itera- la pena impuesta lo impide, y en ningún momento el fallador puede apartarse de lo consagrado en nuestro ordenamiento penal, ya que está expresamente prohibido conceder dichos beneficios para las penas de prisión superiores al tope legal establecido, como la impuesta al aquí procesado.

Así mismo, debe precisarse que no sería viable aplicar por favorabilidad retroactiva lo consagrado en la Ley 1709/14, la cual en su artículo 29 modificó el 63 del estatuto punitivo, y estableció como requisito objetivo que la pena de prisión impuesta no exceda de 4 años, ya que tampoco este cumpliría, y además dicha concesión también está supeditada a que no se trate de una de los delitos consagrados en el inciso 2º del artículo 68 A modificado por el 32 de la misma ley, y precisamente el tráfico de estupefacientes es uno de los allí enlistados. (Subrayas fuera de texto).
En cuanto a la prisión domiciliaria, pese a que en el actual artículo 38B, introducido al Código Penal por la Ley 1709/14, el requisito de orden objetivo para acceder a ese sustituto pasó de ser por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley fuera de 5 años de prisión o menos, a delitos que consagren sanción punitiva de 8 años o menos, y con ello sí habría esa opción para el sentenciado, porque la sanción a la que fue condenado no supera ese tope; no obstante, de igual manera habría que negarle la posibilidad de acceder a ese beneficio, en atención a la citada prohibición del artículo 68 A. 

En esos términos, la determinación no puede ser diferente a la confirmación del fallo opugnado y en consecuencia el Tribunal así lo dispondrá.”
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia dictada por el juez promiscuo del circuito de Apía, en la cual se condenó al señor Carlos Alberto Ciro Restrepo, como responsable de la violación del  artículo 376 del C.P.
SEGUNDO: SE MODIFICA el numeral 1º del  fallo de primer grado, en lo que fue objeto de impugnación, en el sentido de disponer que la pena que debe descontar el procesado es de 40 meses de prisión e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un período similar. La pena de multa será reducida a  $688.782. En lo demás queda vigente el fallo de primer grado. Se abonará al señor Ciro Restrepo el tiempo que lleva privado de su libertad para este proceso. 
TERCERO: La presente decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.


 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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“Ahora, algunos consideran  que como no se modificaron otras normas que regulan rebajas posteriores a la imputación, como por ejemplo el 356-5 en audiencia preparatoria, esta reducción quedó incólume y por esa vía el imputado podría abstenerse de aceptar cargos en la audiencia inicial y en cambio sí admitirlos ya en el juzgamiento y de esa forma hacerse acreedor hasta de la 1/3 parte de rebaja. Esta es una tesis inaceptable porque de prohijarse se estaría atentando contra la propia filosofía del instituto jurídico, la cual se edifica en el presupuesto de que a mayor colaboración y mayor economía procesal más significativa ha de ser la respuesta premial  y carecería de toda lógica que a un procesado (cuya condición de flagrancia se extiende a lo largo de la actuación) se le concediera una reducción más alta frente a unos cargos ya estructurados en la acusación, cuando el Estado tuvo que agotar íntegramente la etapa de investigación, que a aquel que voluntaria y conscientemente desestimó la primera oportunidad para admitir responsabilidad en un momento en que apenas subyacía una imputación. Una tesis así, no sería más que una trampa al querer del legislador”.





Obsérvese que el respeto por la gradualidad del sistema premial es sustancial, básico, de la esencia; en consecuencia, en esa improvisación legislativa sale de bulto que cuando en el citado parágrafo reformador se hizo alusión al artículo 351 de la Ley 906 de 2004, no se buscó en modo alguno concentrar el cambio única y exclusivamente en el primer momento procesal referido a la imputación, sino que también se pretendía hacer extensiva a las ulteriores etapas con respecto de la cuales no podía existir un desprendimiento bajo la óptica de una interpretación sistemática (hacemos alusión por supuesto a los descuentos en la preparatoria y en el juicio oral).





Con esos obligados prolegómenos, ahora sí la Sala entrará a explicar cuál es su particular interpretación de este asunto problemático:





Existe un referente obligado que tiene que servir de punto de partida. Se trata del precedente jurisprudencial contenido en la sentencia T-091 de 2006, por medio del cual la H. Corte Constitucional ofreció lo que en su sentir debía ser la correcta aplicación de los descuentos por allanamiento unilateral a los cargos según el principio de gradualidad o progresividad. Recordemos lo que allí se concluyó:





“Una lectura sistemática del nuevo estatuto procesal penal permite deslindar dos modalidades de terminación anticipada del proceso perfectamente diferenciadas en su estructura, consecuencias y objetivos político criminales: (i) Los preacuerdos y negociaciones entre el imputado o acusado y el  fiscal; y (ii) la aceptación unilateral de cargos por parte del imputado o acusado.





[…] se infiere claramente que la nueva ley procesal contempla los diferentes estadios procesales (audiencia de formulación de imputación, audiencia preparatoria y juicio oral) en que es posible al procesado realizar una aceptación unilateral de cargos –allanamiento-, previendo a su vez la consecuencia punitiva gradual que se deriva de tal actitud procesal, acorde con cada uno de esos momentos. Una rebaja de hasta la mitad de la pena, cuando la aceptación se produce en la diligencia de imputación, de hasta una tercera parte cuando ocurre en la audiencia preparatoria y de una sexta cuando se presenta en la alegación inicial del juicio oral. 





[…] Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo.





Advierte la Sala que, en los dos primeros eventos, que establecen un descuento ponderado de “hasta la mitad” y de “hasta la tercera parte”, las normas respectivas no contemplan un límite mínimo que complemente el correspondiente rango. Ello no obsta para que una visión sistemática y de conjunto de los tres niveles de descuento, permita establecer que los extremos inferiores de los rangos están determinados por el límite superior previsto para el descuento aplicable en la fase subsiguiente en que éste procede, es decir que se encuentran recíprocamente delimitados, así,





El allanamiento en la audiencia de formulación de imputación amerita un descuento de una tercera parte, “hasta la mitad” de la pena.


El allanamiento que se produzca en la audiencia preparatoria genera un descuento de una sexta parte, “hasta la tercera parte de la pena”.


El allanamiento producido al inicio del juicio oral, origina un descuento de “la sexta parte” de la pena. En este caso el legislador previó un descuento fijo”.





Téngase en cuenta por tanto que las aceptaciones de cargo en los dos primeros momentos, es decir, en la imputación y en la preparatoria, no generan descuentos entre un día y hasta la mitad de la pena, ni entre un día y hasta la tercera parte de la sanción a imponer, como con frecuencia se afirma, sino que esos rangos de movilidad son más reducidos, porque según ha quedado dicho, en la primera etapa el descuento iría entre la tercera parte y un día, hasta la mitad de la pena imponible (hasta el 50%, no necesariamente el 50%), y la segunda etapa posee un descuento que oscila entre una sexta y un día de la pena, hasta la tercera parte de esa misma punición; en tanto la última posibilidad de descuento es de una sexta parte fija.





Siguiendo ese orden de ideas, es sensato concluir que cuando el legislador hizo referencia a que el procesado sólo tendrá derecho a “UNA CUARTA PARTE DEL BENEFICIO”, esa expresión está dirigida a la concesión para el caso de los capturados en flagrancia de: “una cuarta parte del primer rango de movilidad para el evento de la imputación”, a “una cuarta parte del segundo rango de movilidad para el caso de la preparatoria”, y a “una cuarta parte de la sexta parte de la pena para el momento del juicio oral”, respectivamente.  





Así las cosas, los pasos a seguir por parte del operador judicial serían: Primero, buscar el porcentaje a elegir dentro de uno de los respectivos ámbito de movilidad ya referidos, a cuyo efecto se tendrá en cuenta lo decantado por la jurisprudencia del órgano de cierre en materia penal cuando afirmó que en ese propósito se tendrían en consideración únicamente las circunstancias posdelictuales�, sin ponderar los criterios definidos en el artículo 61 del Código Penal para individualizar la pena, porque ya debieron haber sido apreciados al momento de establecer la sanción a la cual se aplicará la rebaja (cfr. a ese respecto, entre otras, la sentencia de casación del 21-02-07, radicado 25.726). Y segundo, una vez elegido de ese modo el porcentaje concreto, a partir de allí se hará la búsqueda de la cuarta parte dentro del específico espacio de movilidad, para efectos de concluir cuál es la proporción a reducir para la persona capturada en flagrancia. 





Para poner un ejemplo práctico tratándose del delito de tráfico de estupefacientes que aquí nos convoca, vamos a suponer que el juez ha partido de la pena mínima establecida para el punible (64 meses) y que va a conceder el máximo descuento posible para ese primer momento procesal (50%), en cuyo caso el esquema sería el siguiente:





   A.- Para el primer momento procesal (imputación)





La mitad de 64 = 32





La tercera de 64 = 21 meses y 10 días





Espacio de movilidad entre esos límites o extremos = 10 meses 20 días





¼ parte de ese espacio = 2 meses 20 días.





En conclusión = 21 meses 10 días + 2 meses 20 días = 24 meses (monto a disminuir en este primer segmento para los capturados en flagrancia, que equivale a un descuento del 37.5 % de la pena).





Nótese hasta aquí, que según lo mencionamos en un comienzo, el legislador buscó acoplar las normas a la jurisprudencia que indicaba que para los casos de captura en flagrancia no se debía reconocer el máximo del 50% sino un poco menos, motivo por el cual es comprensible que se quisiera precisar en una regla el porcentaje concreto que marcara esa forzosa diferencia, debido principalmente a que las posiciones asumidas por los jueces en todo el territorio nacional comenzaron a divagar entre un 35%, un 40%, o un 45%. Tan evidente es esta aseveración, que la Sala de Casación de la H. Corte Suprema de Justicia así lo refiere en la reciente sentencia ya citada del 05-09-11 con radicación 36.502, cuando expuso:





“[…] un tal planteamiento ha llevado a la Sala a estimar que ese premio punitivo puede ser del orden del 35 o del 40%, en la medida en que debe ser superior –en todo caso- a una tercera parte más un día, dado que el acogimiento a los cargos se ejecuta en la primera oportunidad”.





Pues bien, con la conclusión a la que en este momento llega el Tribunal, se puede observar que el descuento sería de un 37.5% de la pena, es decir, casualmente un punto equidistante entre los referidos 35% y 40% que anteriormente se les ofrecía a los sentenciados capturados en flagrancia que se allanaban a los cargos; situación que ratifica que en realidad la interpretación que aquí se ofrece del parágrafo único del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, coincide con el querer del legislador de acercarse a la línea jurisprudencial que se traía en esta materia. 





B.- Para el segundo momento procesal (preparatoria)





La tercera de 64 = 21 meses y 10 días





La sexta de 64 = 10 meses y 20 días





Espacio de movilidad entre esos límites o extremos = 10 meses y 20 días





¼ parte de ese espacio = 2 meses 20 días





En conclusión 10 meses 20 días + 2 meses 20 días = 13 meses y 10 días (monto a disminuir para este segundo segmento para los capturados en flagrancia, que equivale  a un descuento de 20.82% de la pena).





C.- Para el tercer momento procesal (comienzo del juicio oral)





La sexta de 64 = 10 meses y 20 días





¼ parte de 10 meses y 20 días = 2 meses y 20 días





En conclusión = 2 meses y 20 días (monto a disminuir para este tercer segmento para los capturados en flagrancia, que equivale  a un descuento de 4.16 % de la pena).





De una forma gráfica, sería:





Pena:


64�
Estadio Procesal�
Rango de movilidad


(mínimo y máximo)�
¼  art. 57 ley 1453 de 2011) 


          dentro del respectivo 


          rango de movilidad�
        Monto a disminuir�
�
Rebajas de pena por aceptación unilateral de cargos, según cada rango de movilidad�
Imputación�
De 1/3 (21 meses 10 días)


 Hasta 1/2 (32 meses)�
2 meses 20 días�
         21 meses 10 días + 


        2 meses 20 días =  24 meses                      


(         que equivale al 37.5% de la pena)�
�
�
Preparatoria�
De 1/6  (10 meses 20 días) 


Hasta 1/3 (21 meses 10 días)�
2 meses 20 días


�
             10 meses 20 días 2 + 


2           meses 20 días = 13 meses y 10 días


           que equivale al 20.82% 


            de la pena �
�
�
Juicio Oral�
1/6  (10 meses 20 días)�
2 meses 20 días


�
      2 meses y 20 días 


20 días (que equivale al 4.16 % de la pena)�
�



Corresponde precisar finalmente, lo relativo a dos subtemas directamente ligados a lo anterior: (i) que con relación a la pena principal pecuniaria -multa- debe aplicarse el mismo procedimiento, y (ii) que para el caso de las negociaciones preacordadas se debe seguir igual esquema de solución, con la salvedad de lo dispuesto en el artículo 352 de la Ley 906 de 2004, en cuanto establece para el caso de los preacuerdos una disminución fija de la tercera parte de la pena entre la presentación del escrito acusatorio y el momento de ser interrogado el acusado al inicio del juicio oral; en consecuencia, durante ese interregno y tratándose única y exclusivamente de la terminación bilateral que involucre negociación del quantum punitivo, la referida cuarta parte del beneficio para los capturados en flagrancia a la que hace mención el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 del 24-06-11, tendrá como referente la citada disminución de 1/3 parte fija”. (Subrayado y negrilla fuera de texto). Sentencia del 22 de noviembre de 2011. Rad. 6640031890120110021800.





� Folios 30-35
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